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les ofrezcan soluciones adecuadas a sus necesidades, o a quienes no tienen un hogar donde residir, encontrándose en 
situación de calle, especialmente en las ciudades de mayor población.

Pero también es importante reseñar que en este año 2024, siguen siendo significativas las situaciones en las que 
grupos de personas ven tambalearse sus economías ante las dilaciones en resolver las ayudas al alquiler o pierden 
expectativas de derechos cuando su reconocimiento de la discapacidad no se realiza en el plazo estipulado. 

Situaciones que ponen de manifiesto las dificultades para la consecución de los objetivos y propósitos de la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, cuya principal meta está en acabar en los 5 años siguientes con la pobreza a través 
de un desarrollo sostenible. 

Es por ello, que se impone que quienes tienen responsabilidad pública en las políticas que inciden en la consecu-
ción de estos objetivos trabajen conforme a los principios rectores de una buena administración, poniendo a las 
personas en el centro de su atención, ponderando todos los elementos necesarios para favorecer su inclusión en 
la sociedad y resolviendo sin dilaciones las pretensiones de la ciudadanía, especialmente aquellos expedientes 
relacionados con recursos públicos que favorecen la inclusión. 

2.1.4.2.3.2. Personas privadas de libertad
Según las estadísticas publicadas por el Consejo General Judicial, en diciembre de 2023 se encontraban privadas de 
libertad en nuestra región 12.551 personas, siendo por tanto la Comunidad Autónoma Andaluza, la que tiene la mayor 
población reclusa en nuestro país, contando con catorce centros penitenciarios, siete centros de inserción social (CIS) y 
un Hospital Psiquiátrico. 

Conforme al prólogo de la Ley Orgánica General Penitenciaria, la finalidad resocializadora de la pena está fundamentada 
en la idea de que “el penado no es un ser eliminado de la sociedad, sino una persona que continua formando parte 
de la misma, incluso como miembro activo, si bien sometido a un particular régimen jurídico, motivado por el com-
portamiento antisocial anterior de aquél y encaminado a preparar su vuelta a la vida libre en las mejores condiciones 
para ejercitar socialmente su libertad”.

La atención a esta población requiere de un enfoque 
transversal, por eso nos hemos entrevistado con los centros 

penitenciarios y centros de inserción social (CIS), con los 
colegios de abogados y con el tercer sector, además de 

entrevistas personales con la población reclusa 

Consciente de esta realidad, esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz ha venido desarrollando una amplia y 
dilatada labor de atención hacia escenarios donde se producen medidas de retención o privación de libertad. 

En la gestión penitenciaria concurren acciones y políticas en las que interviene la gestión de la Administración General 
del Estado, a través de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias (SGIP) y la propia Junta de Andalucía, res-
ponsable del ejercicio de competencias tan sensibles a la actividad diaria de la vida en cada una de las personas que se 
encuentran en prisión. 

Teniendo en cuenta el ámbito competencial para abordar el tratamiento de las personas privadas de libertad, conside-
ramos de suma importancia la coordinación entre las administraciones responsables de la implementación de las 
distintas políticas públicas que redunden en quienes se encuentran en prisión y han de prepararse para reinsertarse 
en la sociedad. También hemos podido constatar la relevancia del Tercer Sector, que comprometido con mejorar las 
condiciones de vida y la defensa de los derechos de estas personas, prestan sus servicios en los distintos establecimientos 
penitenciarios a través de la financiación pública de las distintas administraciones. 

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estadistica-por-temas/Datos-penales--civiles-y-laborales/Cumplimiento-de-penas/Estadistica-de-la-Poblacion-Reclusa/
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Partiendo del conocimiento que esta Defensoría tiene de la realidad penitenciaria, dado los años que viene tramitando 
quejas de quienes se encuentran en prisión, al inicio de este último mandato se consideró conveniente abordar un 
diagnóstico sobre algunos de los problemas detectados y las causas que los provocan.

Así, en el contexto de la Estrategia de la Defensoría para los años 2021-2024. se puso el acento en un modelo de gestión 
de las quejas, poniendo a las personas en el centro de atención, especialmente a las más vulnerables para que 
nadie se quede atrás, conociendo con más profundidad a las Administraciones prestadoras de recursos públicos, a las 
Entidades sociales del tercer sector que trabajan con esta realidad y a las familias y entornos cercanos. Una forma de 
trabajar en coordinación con el Defensor del Pueblo de España. 

Especial atención nos merecen los familiares, madres y hermanos/as que sufren por la situación de sus seres queridos, 
sin poder prestarles ayuda directamente, solo confiando en los cuidados que se les dispensen desde la administración 
penitenciaria. Situaciones que son atendidas, solicitando la colaboración de la SGIP con la finalidad de informar direc-
tamente a los interesados/as, ya que somos conscientes de que esta gestión suele tranquilizarles, simplemente con 
sentirse escuchados. Y en caso de detectar que se están vulnerando algunos de los derechos que les asisten, en función 
de si la Administración prestadora es de ámbito estatal o regional, las quejas son remitidas al Defensor estatal para su 
consideración, o se gestionan por esta Defensoría. 

Con el convencimiento de que el análisis de los recursos que prestan las administraciones, bien directamente o bien a 
través del tercer sector, requiere una mirada transversal, desde la Defensoría se ha elaborado una programación que 
prevé la recogida de información a nivel provincial. 

Para ello, nos hemos entrevistado con los equipos directivos y técnicos de los centros penitenciarios y centros de inserción 
social (CIS), con los profesionales del turno de oficio de penitenciaria de los colegios de abogados y con tercer sector que 
desarrolla programas en los establecimientos penitenciarios de cada provincia. 

Unas visitas que se iniciaron a finales de 2022, manteniéndose reuniones en las provincias de Jaén, Huelva, Córdoba, 
Almería, Granada y Sevilla. Estos encuentros con los distintos agentes intervinientes nos han permitido obtener una 
información más completa de cada una de las cuestiones abordadas a la que se ha incorporado la visión de sindicatos 
de funcionarios, y de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que nos han visitado en nuestras dependencias. 

A lo largo de este periodo hemos podido constatar que siendo los problemas de similar naturaleza en unas y otras provin-
cias, difiere el abordaje que se realiza en cada uno de los establecimientos penitenciarios, obedeciendo esta disparidad a 
distintos factores. Una evidencia que, a nuestro parecer, merece un análisis que permita mejoras en la implementación 
de los distintos recursos públicos, que maximice el impacto de los programas  destinados a la reinserción. 

Tras las visitas realizadas en estos dos años, se han priorizado actuaciones de oficio dirigidas a las distintos órganos 
de la Administración andaluza, solicitando también la colaboración de la SGIP en cada una de ellas. 

2.3.2. Justicia, Memoria Democrática y 
Política Interior

2.3.2.1. Justicia

2.3.2.1.1. Introducción

La Justicia, como uno de los tres pilares sobre los que asienta nuestro sistema democrático, viene a ser, sin embargo, uno 
de los aspectos más controvertidos en los que el Defensor del Pueblo Andaluz debe intervenir con carácter recurrente.

A pesar de tener siempre presentes las limitaciones propias de la materia que, como es bien sabido, no está delegada 
a la gestión de las comunidades autónomas, es habitual que nuestros informes anuales recojan multitud de quejas 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/estrategia-del-defensor-del-pueblo-andaluz-2021-2024
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